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La relación de la corrupción con la seguridad, nacional o ciudadana, 
así como con la democracia, ha sido muy poco analizada. Los análisis 
sobre la corrupción han estado más relacionados con la ética y la 
economía. En efecto, la lucha contra la corrupción moviliza cada vez 
más ciudadanos pues la faceta ética de nuestro ser es sensible ante el 
dolor ajeno que los corruptos provocan. La corrupción mata y los 
corruptos son criminales (por ejemplo cuando una licitación amañada 
resulta en edificios frágiles que cae fácilmente ante un terremoto). Esto 
indigna, como indigna el hecho que por causa de la corrupción no hay 
medicinas y buenos equipos en los hospitales, alimentos contaminados, 
falta de escuelas, etcétera. 
El fenómeno de la corrupción también ha sido estudiado bajo la óptica 
económica. Varias investigaciones han venido estimando los costos 
económicos y fiscales de la corrupción, su relación con los índices de 
productividad y con los flujos de inversión externa, y es una variable que 
pronto se introducirá en los modelos econométricos. 
Pero poco sabemos de las complejas interrelaciones que existen entre 
corrupción e impunidad con la política y la seguridad. En los últimos 
años, esta última relación ha venido cobrando mucha relevancia tanto a 
nivel internacional como nacional. A nivel internacional, más allá de las 
motivaciones éticas o económicas, la lucha contra la falta de 
transparencia y la corrupción ha recibido un empuje desde los países del 
Norte, entre otras razones, por las preocupaciones que el terrorismo y el 
narcotráfico genera: el soborno facilita el acceso a secretos e 
informaciones militares, mientras que los flujos financieros ilícitos 
potencian el accionar y movilidad de grupos como Al Qaeda o Isis. A 
nivel nacional, no es tanto la seguridad nacional la que preocupa, sino 
los efectos que la corrupción tiene sobre la seguridad ciudadana y sobre 
nuestra frágil democracia. 
No se puede combatir adecuadamente la criminalidad si hay fuerte 
presencia de la corrupción dentro de la Policía; si altos oficiales de la 
Fuerza Armada se lucran del contrabando de armas, muchas de las 
cuales van a parar a manos de las pandillas; si en los penales campea el 
soborno; si los criminales y/o corruptos capturados por la policía y 
llevados a juicio por la fiscalía son al final declarados inocentes por 
jueces corrompidos. Tampoco se puede enfrentar adecuadamente la 
inseguridad si no hay una sustantiva participación ciudadana. Y esta no 
aflora cuando, a causa de la corrupción, hay fuerte desconfianza de los 
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ciudadanos hacia las autoridades. 
Asimismo, la lucha contra la corrupción es fundamental para la 
consolidación de nuestra precaria democracia, y viceversa, la corrupción 
e impunidad la fracturan y debilitan. Así para el caso, la corrupción 
incrementa la distancia entre el Estado y la sociedad; aumenta la 
desconfianza del ciudadano hacia las instituciones; favorece el fraude 
electoral; promoviendo el transfuguismo y cambiando la aritmética 
legislativa, se viola la voluntad de los electores; el sistema político se ve 
trastocado por el financiamiento partidario por parte del narcotráfico y el 
crimen organizado. En conclusión, la corrupción descompone la 
institucionalidad democrática y es una amenaza para el Estado de 
Derecho y la sana gobernabilidad. 
De ahí la importancia de la lucha ciudadana contra la falta de 
transparencia, la corrupción e impunidad. Esta puede convertirse en un 
factor fundamental para el fortalecimiento de nuestro hoy debilitado 
proceso democrático, en uno de los elementos claves para producir 
cambios políticos positivos. 
En el país existen “parcelas” de institucionalidad que están 
contribuyendo al combate a la corrupción, como la Sala de lo 
Constitucional, la sección de Probidad de la CSJ, la Fiscalía y el 
Instituto de Acceso a la Información Pública. Sin embargo, ese buen 
esfuerzo institucional es insuficiente y corre el riesgo de que 
experimente retroceso en los próximos años con las elecciones de 
nuevos funcionarios. Por ello es urgente y necesario construir un 
movimiento ciudadano lo suficientemente preparado, sólido y sostenible 
para defender la institucionalidad democrática conquistada, así como 
para contribuir significativamente con su lucha contra la corrupción e 
impunidad, a los cambios políticos que nuestro proceso democrático 
demanda. 
  
